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Cuestionario: Derecho a la tierra contemplado en la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas: Enfoque en derechos humanos
En el marco del requerimiento realizado por el Mecanismo de Expertos de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, mediante el cual se solicita información a la Defensoría del Pueblo de Ecuador sobre el “Reconocimiento del derecho a la tierra/establecimiento del proceso de adjudicación de tierras /involucramiento de pueblos indígenas (art. 25, 26, 27, 30, 32 de la Declaración); y, Mecanismos / programas / reparaciones efectivos (art. 8, 10, 28, 29, 32 de la Declaración”, se remite el siguiente informe en el marco de las competencias de la Defensoría del Pueblo. 

De requerir más información, por favor, tome contacto con la Dirección Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública al correo dniipp@dpe.gob.ec o al teléfono (593) 02 330 1112, ext. 2511, 2519, 2518. 
Cuestionario 

Reconocimiento del derecho a la tierra/establecimiento del proceso de adjudicación de tierras /involucramiento de pueblos indígenas (art. 25, 26, 27, 30, 32 de la Declaración)

1. El grado cómo la legislación nacional, las políticas o prácticas relacionadas con el reconocimiento y protección de los derechos de los pueblos indígenas a poseer, vivir y usar sus tierras, territorios y recursos, se adecúa a la Declaración
La Constitución de la República del Ecuador, garantiza a los pueblos y nacionalidades indígenas el reconocimiento de sus derechos, es así que el artículo 282 (2008) establece que: “El Estado normará el uso y acceso a la tierra que deberá cumplir la función social y ambiental” y que “Un fondo nacional de tierra, establecido por ley, regulará el acceso equitativo de campesinos y campesinas” a la misma. Además se prohíbe el latifundio y la concentración de la tierra. 

El gobierno nacional, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo (2017-2021) señala que el Estado “propicia procesos de participación cada vez más incluyentes y efectivos, con la colaboración de los colectivos, pueblos y nacionalidades con su territorio (tierras, territorios ancestrales y circunscripciones) es indisoluble, como la jurisprudencia nacional e internacional ha ratificado.

Dentro del Plan Nacional de Desarrollo, las políticas que garantizan a los pueblos indígenas son las siguientes: 

a. Garantizar la plurinacionalidad en la organización estatal, el ejercicio del pluralismo jurídico y el goce efectivo de los derechos colectivos de los pueblos y nacionalidades.
b. Salvaguardar los territorios ancestrales, garantizando la consulta previa, libre e informada, el fortalecimiento organizativo comunitario, las visiones de desarrollo propio y la sostenibilidad de sus recursos, y proteger la vida e integridad de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario.
Además, se debe señalar que el Ecuador es parte del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, el cual entró en vigencia el 5 de septiembre de 1991, el cual en su artículo 3 numeral 1 dice: 

1. “Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y mujeres de esos pueblos”.
En referencia a normativa secundaria, la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales (2016) tiene por objeto normar el uso y acceso a la propiedad de la tierra rural y el derecho a la propiedad de esta que deberá cumplir la función social y la función ambiental. Además, regula la posesión, la propiedad, la administración y redistribución de la tierra rural como factor de producción para garantizar la soberanía alimentaria, mejorar la productividad, propiciar un ambiente sustentable y equilibrado; y otorgar seguridad jurídica a los titulares de derechos (art. 1). 
De la misma forma la descrita norma legal prescribe que se prioricen los hechos, sobre las formas y formalidades que pueden distorsionar, ocultar o impedir el ejercicio del derecho a la propiedad de la tierra rural (art. 7 literal 1). Estableciendo como lineamientos para el progreso, la regularización de la propiedad de la tierra rural y el acceso equitativo a la propiedad a quienes se encuentren en posesión agraria de conformidad con la Ley. En relación con el derecho a la propiedad, reconoce y garantiza el derecho sobre la tierra rural en sus formas y modalidades: pública, privada, asociativa, cooperativa, comunitaria y mixta (art. 22).
La Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales (2016) reconoce y garantiza a favor de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos y montubios, el derecho a conservar la propiedad comunitaria y a mantener la posesión de sus tierras y territorios ancestrales y comunales que les sean adjudicados a perpetuidad gratuitamente, de conformidad con la Constitución, Pactos, Convenios, Declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos colectivos (art. 23). Igualmente se garantiza el derecho a participar en el uso, usufructo, administración y conservación de sus tierras y territorios. Para lo cual el Estado deberá garantizar la seguridad jurídica de tales tierras y territorios y establecerá políticas públicas para el fortalecimiento y desarrollo de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades a través de inversiones prioritarias. 
El artículo 24 de este cuerpo legal establece como obligación del Estado ecuatoriano la implementación de políticas redistributivas que garanticen el derecho a acceder a la tierra con fines productivos, a las personas que forman parte de organizaciones de campesinos y campesinas sin tierra o de la economía popular y solidaria dedicadas a las actividades agrarias, con poca tierra o tierra de baja calidad o con restricciones al uso o al derecho de propiedad.

Finalmente, el artículo 27 de esta Ley determina que las instituciones del Estado apoyarán administrativa y técnicamente, el fortalecimiento institucional de las organizaciones campesinas de pequeños y medianos productores de la agricultura familiar campesina, para fomentar el desarrollo de capacidades organizativas y de gestión, la capacitación de sus líderes, la permanencia de las organizaciones y el cumplimiento de sus objetivos y fines colectivos.

Mediante Acuerdo 073 (R.O 1008, 26-IV-2017) se expide el Manual de procedimientos y trámites administrativos en materia de tierras rurales establecidos en la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios ancestrales y su Reglamento General, que tiene por objeto establecer los procedimientos a fin de dar cumplimiento a las disposiciones emitidas en la Ley y su Reglamento General de Aplicación. Los procedimientos y trámites son: “1. Regularización de la posesión agraria; sobreposición de adjudicaciones; delimitación y amojonamiento; rectificación de cabidas y datos discordantes; oposición a la adjudicación; reversión de la adjudicación; y, declaración de inexistencia de la adjudicación. 2. Otorgamiento de cancelación de hipoteca, cancelación de prohibición de enajenar y cancelación de patrimonio familiar agrícola. 3. Expropiación agraria. 4. Invasión, presentación de títulos”.

El Manual de procedimientos y trámites administrativos en materia de tierras rurales (2017) señala en su artículo 5 que: 
No se considerarán tierras rurales del Estado, las tierras comunitarias de posesión ancestral de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades que se autodefinen como nacionalidades de raíces ancestrales y cumplen con la posesión ancestral de más de 50 años. El Estado a través de la Autoridad Agraria Nacional protegerá las tierras que se destinen para el desarrollo de las poblaciones indígenas, montubias y afroecuatorianas; y las titulará mediante la adjudicación en forma gratuita, bajo las condiciones establecidas en la Ley, el Reglamento y el presente Acuerdo.
La Ley Orgánica de Participación Ciudadana (2010) reconoce y garantiza el derecho a la consulta previa libre e informada a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblos afroecuatoriano y montubio, respecto a los planes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables que se encuentren en sus territorios y tierras. “La consulta que deban realizar las autoridades competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento del sujeto colectivo consultado, se procederá conforme a la Constitución y la ley (art. 81).
· Como podemos establecer en el análisis de la normativa nacional e internacional, el Estado ecuatoriano ha cumplido con sus obligaciones de manera formal respecto a los derechos de los pueblos indígenas, de tal manera que se ha recogido de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas aspectos particulares como el derecho a la propiedad, organización territorial, garantía de la plurinacionalidad, y el uso, usufructo, administración y conservación de sus tierras y territorios, entre otros, mismos que se han sido incorporados como derechos y garantías en la Constitución de la República del Ecuador y Ley de Tierras y Territorios Ancestrales como se ha citado en líneas anteriores.

· Pese a que la Constitución del Ecuador en su artículo 57, así como la Ley Orgánica de Participación Ciudadana en su artículo 81 garantizan a las comunidades y pueblos indígenas la consulta previa, libre e informada; el Estado ecuatoriano no ha reconocido y garantizado de manera material este derecho debido a la falta de política pública. En consecuencia, se han ocasionado graves vulneraciones a los derechos, especialmente de la población indígena ubicada en los lugares económicamente estratégicos para la Estado.
2. El grado cómo esas leyes, políticas y prácticas respetan las tradiciones y sistema de tenencia de tierras de los pueblos indígenas
Entre los deberes primordiales del Estado está el de promover el desarrollo equitativo y solidario de todo el territorio, mediante el fortalecimiento del proceso de autonomías y descentralización (CRE 2008, Art. 3) 
Así mismo la Constitución de la República del Ecuador (2008), en el artículo 57 reconoce y garantiza a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, el derecho colectivo a “conservar la propiedad imprescriptible de sus tierras comunitarias, que serán inalienables, inembargables, indivisibles. Estas tierras estarán exentas del pago de tasas e impuestos” (num. 4); el derecho colectivo a “mantener la posesión de las tierras y territorios ancestrales y obtener su adjudicación gratuita” (num. 5); y, a “participar en el uso, usufructo, administración y conservación de los recursos naturales renovables que se hallen en sus tierras” (num. 6), de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos humanos.
Como se ha señalado, la normativa que el Ecuador ha desarrollado sobre la protección de los derechos colectivos de pueblos y nacionalidades indígenas con relación a sus tierras y territorios ancestrales se basa en los principios de respeto a su cultura y modos de vida, de acuerdo con lo dispuesto en los instrumentos internacionales de derechos humanos respectivos.

Sin embargo, se ha vivido momentos de conflicto entre las políticas económicas relacionadas especialmente a la explotación de recursos naturales lo que ha puesto en conflicto la garantía del ejercicio de estos derechos colectivos y que estos se han visto restringidos desde los intereses del Estado.

3. El grado en que los Estados aplican la norma del consentimiento previo, libre e informado para la aprobación de proyectos que afecten las tierras, territorios y recursos de los pueblos indígenas. 
La normativa vigente en el Ecuador reconoce y garantiza a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas su derecho colectivo al territorio, respecto a la posesión ancestral de tierras y territorios, obtención gratuita de su adjudicación, así como recuperar, promover y proteger los lugares rituales, sagrados, los ecosistemas y sus componentes dentro de sus territorios, conforme el Art. 57 numerales 5 y 12 de la Constitución de la República del Ecuador (2008). Es importante destacar que en la parte final de este último artículo se establece que en los territorios de los pueblos indígenas libres en aislamiento voluntario son ancestrales, irreductibles e intangibles y que estará vedada a todo tipo de actividad extractiva. 
El derecho a la consulta previa, libre e informada también se encuentra reconocida en la Ley Orgánica de Participación Ciudadana (2010), para las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblos afroecuatoriano y montubio, determinándose que en caso de no obtener el consentimiento del sujeto colectivo consultado, se procederá conforme a la Constitución y la ley (art. 81). Estableciéndose la valoración del proceso de consulta, sosteniendo que en caso de oposición de la comunidad la decisión de llevar a cabo o no el proyecto se realizarán por resolución motivada y argumentada de autoridad superior (art. 83)
En cuanto a instrumentos internacionales el Ecuador en 1998 ratificó el Convenio 169 de la OIT
, siendo incorporado desde 1999 al ordenamiento jurídico del Ecuador, mismo que es de cumplimiento obligatorio. Así tenemos que en el artículo 6 y 15 del Convenio, así como el artículo 19 y 32 de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de Pueblos Indígenas, se contempla el derecho a la consulta previa, libre e informada a los pueblos y nacionalidades indígenas. 

En Ecuador no existe una Ley de Consulta Previa, Libre e Informada. En este sentido la Corte Constitucional del Ecuador, a través de la Sentencia No. 001-10-SIN-CC
 de 18 de marzo de 2010, establece estándares para el cumplimiento de la consulta previa, libre e informada, señalando su carácter flexible, previo, público e informado, buena fe, difusión pública del proceso, respecto a la estructura social, carácter sistemático y formalizado. 
La Sentencia establece que mientras la Asamblea Nacional no emita una ley que regule la consulta, previa, libre e informada, hay reglas mínimas que deben ser obligatoriamente aplicadas por las instituciones estatales ecuatorianas de acuerdo con lo previsto tanto en el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.
Se destaca que el sector hidrocarburífero cuenta con el Reglamento de Consulta en Procesos de Licitación de Áreas y Bloques, que se aplica a comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas “que se encuentran asentados dentro del área de influencia de los bloques o áreas que serán objeto de los procesos licitatorios o de asignación, que realice la Secretaría de Hidrocarburos”; señala además que el alcance de la consulta previa, libre e informada, radica en considerar los criterios y observaciones de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas para fomentar la participación de los colectivos en la toma de decisiones. 
El Código Orgánico del Ambiente (2017) vigente a partir del 06 de abril de 2018, se refiere de manera exclusiva al derecho de participación, cuya finalidad de este derecho es la recopilación de opiniones y observaciones realizadas por la población, que podría ser afectada por la actividad/proyecto, con la condicionante que las opiniones u observaciones sean viables, o en caso de existir oposición, la decisión de ejecutar o no el proyecto será adoptada por resolución motivada de la Autoridad Ambiental competente, es decir por el Ministerio del Ambiente. Lo que significa que el Código Orgánico del Ambiente garantiza el derecho a la información y el de participación, pero no el derecho al consentimiento de las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas.

Finalmente, el Reglamento al Código Orgánico del Ambiente (2019) señala que la consulta previa, libre e informada sobre planes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables que se encuentren en tierras o territorios de comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianas o montubias que puedan afectarles ambiental o culturalmente, deberá ser realizada por los respectivos ministerios sectoriales, en observancia de la normativa que emitan para el efecto (art. 462). 
La Defensoría del Pueblo ha emprendido diversas acciones dentro del ámbito de sus competencias constitucionales, para investigar los procesos de consulta previa y afectación a territorios de pueblos indígenas, y se ha presentado garantías jurisdiccionales para tutelar sus derechos. 
Es así que tenemos la Investigación Defensorial N° 2016-000273, aperturada por presuntas vulneraciones a derechos humanos y de la naturaleza, derivadas de las actividades de exploración avanzada de la concesión minera Llurimagua, ubicada en el Valle de Íntag, cantón Cotacachi, provincia de Imbabura. En este marco, mediante memorando Nro. MAE-DNPCA-2016-1778 de 19 de agosto de 2016 emitido por el Ministerio del Ambiente, que, si bien versa sobre el derecho a la consulta ambiental, es aplicable dentro de este análisis, pues se refiere al art. 398 de la Constitución de la República, que dispone la realización de una consulta a la comunidad en casos de decisiones o autorizaciones que pudieran afectar al ambiente, en este sentido el Ministerio del Ambiente ha señalado que: 
El texto del Artículo 398 de la Constitución no establece un requerimiento e aprobación o acuerdo con la población en relación a la ejecución del proyecto, esta decisión por otra parte no se halla dentro de las competencias del Ministerio del Ambiente, la consulta llevada a cabo por parte de esta Cartera de Estado se enmarca en lo establecido en la Ley de Gestión Ambiental y Decreto Ejecutivo No. 1040
 
Cabe señalar que mediante el Decreto N° 1040, publicado en el Registro Oficial 332 de fecha 08 mayo 2008, se expidió el Reglamento de Aplicación de los Mecanismos de Participación Social establecidos en la Ley de Gestión Ambiental (2004) cuando estuvo vigente la Constitución Política de la República de 1998 que en el art. 88 señalaba que toda decisión estatal que pueda afectar al ambiente deberá contar previamente con los criterios de la comunidad para lo cual esta será debidamente informada y garantizará su participación; pocos meses después de la expedición del Decreto 1040,
 se expide la Constitución de la República del Ecuador de 2008. 
En este sentido, podemos señalar que el consentimiento previo libre e informado es una manifestación del derecho de los pueblos indígenas a determinar sus prioridades culturales, sociales y económicas, que agrupa tres derechos que deben ser garantizados: el derecho a ser consultados, el derecho a participar y el derecho a sus tierras, territorios y recursos.
 Este derecho se incumple pese a la normativa existente, pues el Estado de buena fe debería en el proceso de consulta previa buscar el consentimiento de las comunidades para el desarrollo de planes, programas, proyectos, entre otras actividades, que generan afectación en sus territorios de posesión ancestral a través de la información que proporcione a las comunidades. Sin embargo, en la práctica, ha sido necesario recurrir a las acciones constitucionales para detener violaciones de derechos.
Mecanismos / programas / reparaciones efectivos (art. 8, 10, 28, 29, 32 de la Declaración)

1. Formas de reparación otorgadas a los pueblos indígenas, incluida la restitución, compensación u otras formas de reparación luego de la confiscación, ocupación, uso o daño a las tierras de los pueblos indígenas sin su consentimiento libre, previo o informado, teniendo en cuenta el Estudio producido por el EMRIP. 

La Reparación Integral en el Ecuador está contemplada en el art. 86 de la Constitución de la República del Ecuador (2008) dentro de las acciones jurisdiccionales, que tienen competencia los jueces de la Corte Constitucional, en los casos constatados de vulneración de derechos, deberá declarar, ordenar la reparación integral material e inmaterial que determina que las víctimas tienen derecho a: acceso a la justicia, búsqueda de la verdad y la reparación integral. De tal manera que por mandato constitucional todas las leyes deben ser expedidas, reformadas o modificadas para guardar armonía con la Constitución.
Por otro lado, la Reparación Integral es derecho de la víctima que ha sido regulada en diversas normas como son: el Código Orgánico Integral (COIP); La Ley para la reparación de las víctimas y la judicialización de graves violaciones de derechos humanos y delitos de lesa humanidad ocurridos en el Ecuador entre el 4 de octubre de 1983 y el 31 de diciembre de 2008; y, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (2009), esta última será abordada porque la Defensoría del Pueblo de Ecuador ha presentado garantías como la acción de protección para tutelar el derecho al territorio de los pueblos y nacionalidades indígenas en el Ecuador y buscar su reparación.

En el ámbito de las garantías jurisdiccionales, el art. 18 de la LOGJCC señala que la Reparación Integral en caso de declararse la vulneración de derechos se ordenará la reparación integral por el daño material e inmaterial tiene cinco elementos, estos son: 1) restitución individual o colectiva, 2) la indemnización, 3) la rehabilitación, 4) medidas de satisfacción o simbólica y 5) medidas de no repetición.
 Estos elementos corresponden a estándares internacionales desarrollados por el Sistema Universal y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), que son orientadores para la búsqueda de la reparación integral de los pueblos y nacionalidades indígenas. 
La Defensoría del Pueblo ha identificado y receptado varias peticiones relacionadas con el territorio de las comunidades y nacionalidades indígenas que fueron concesionadas a empresas públicas y privadas para el desarrollo de actividades extractivas, que se otorgaron sin un proceso de consulta previa, libre e informada, sin consentimiento, ocasionado con ello la vulneración de derechos. En este sentido, se presentó la garantía jurisdiccional de acción de protección, cabe señalar que los administradores de justicia declararon la vulneración de derechos y en sentencia se dispuso la reparación integral en los siguientes casos: 
a. Caso comunidades Waoranís

Las comunidades Waorani, Obepare, Daipare, Awenkaro, Teweno, Kenaweno, Toñampare, Damointaro, Nemompare, Kiwaro, Tzapino, Teparare, Gomataon, ubicadas en la parroquia Curaray, cantón Arajuno, provincia de Pastaza, son posesionarias del territorio en el que se encuentra el bloque 22. 

El 05 de mayo de 2019, el Tribunal de Garantías Penales con sede en el cantón Pastaza (juicio No. 16171201900001) declaró la vulneración de los derechos colectivos: a) autodeterminación y b) consulta previa, libre e informada en las comunidades. Derechos consagrados en el artículo 57 numerales 1, 7 y 9 de la Constitución de la República y estándares internacionales descritos de manera amplia en la sentencia. 
El Tribunal emitió como medida de reparación integral, que el Estado ecuatoriano a través de los organismos estatales competentes, realice la consulta previa, libre e informada en las comunidades Waorani que se encuentra ubicadas en el bloque 22, aplicando la Constitución, los estándares establecidos por la Corte Interamericana de los Derechos Humanos así como también por las reglas de la consulta previa determinados por la Corte Constitucional del Ecuador y demás normas que no sean contrarias a este bloque de constitucionalidad.

La sentencia fue apelada y la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Pastaza emitió sentencia el 11 de julio de 2018, señalando lo siguiente sobre la Consulta Previa: 

“Respecto de este cargo el Tribunal ha indicado en repetidas ocasiones que está claro la realización de la consulta, pero que la misma ha sido defectuosa, sin acatar los prescrito en la Constitución y Convenios Internacionales”

La Corte Provincial de Pastaza a más de las medidas otorgadas por el Tribunal adiciona las siguientes medidas de Reparación Integral: que el Ministerio de Energía y Recursos Naturales No Renovables capaciten de manera suficiente a sus funcionarios sobre la autodeterminación y consulta previa a fin de que se implementen en los procesos hidrocarburíferos; e iniciar una investigación para determinar responsabilidades y sanciones contra los funcionarios del Ministerio de Energía y Recursos Naturales No Renovables que debían realizar el proceso de consulta a través de la autoridad competente por vulneración de derechos y en el caso de verificarse la infracción se proceda a las sanciones y se informará al Tribunal de Garantías Penales de Pastaza. 
b. Caso Cofán Sinangoe 
La comunidad ancestral Sinangoe pertenece a la nacionalidad Ai Cofán, habita en la provincia de Sucumbíos. Es importante, señalar que la Defensoría del Pueblo en el marco de los daños ocasionados al territorio de estas comunidades por la actividad minera presentó una acción de protección. 
Por otra parte, el 3 de agosto de 2018, el Juez de la Unidad Judicial Multicompetente del cantón Gonzalo Pizarro (21333-2018-00266) emitió sentencia y declaró vulnerado el derecho a consulta previa, libre e informada, derecho al territorio, a la alimentación y la salud, establecido en el art. 57.7 de la CRE, concordancia a lo establecido en el art. 6 del Convenio 169 de la OIT y dispone la suspensión de 52 concesiones otorgadas o en trámite, que afectan más de 30.000 hectáreas, para proteger las comunidades y la diversidad del Ecuador, especialmente porque se originan importantes fuentes hídricas, como el río Aguarico.

El Juez como medida de reparación integral dispone la restitución al derecho vulnerado mediante la suspensión de los trámites administrativos de concesión de minería que se encuentren ubicados en la zona de los ríos Chingual, Cofánes y Aguarico.

La sentencia fue apelada y el 16 de noviembre de 2018, la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos, emite sentencia declarando vulnerado los derechos constitucionales del Pueblo Cofán Sinangoe, violación a los derechos de la naturaleza, al agua, al ambiente sano, a la cultura y territorio, pues la minería destruyó fuentes hídricas, constituyendo un riesgo para la salud y el ambiente; pérdida de biodiversidad y erosión genética por intervención y destrucción de ecosistemas frágiles.

Además, en esta Sentencia se señala que: 
las concesiones otorgadas y aquellas planificadas concederlas traerían consecuencias e impactos negativos, inmediatos, a mediano y largo plazo en perjuicio del medio ambiente y la población que vive en el entorno de las minas y yacimientos, aguas abajo o en la dirección del viento, etc.; por cuanto el afluente del río Aguarico recorre la provincia de Sucumbíos y es del río Aguarico que los habitantes ribereños y aquellos de la ciudad de Nueva Loja, se dotan y nutren, por lo que es latente el peligro, resultado letal para su salud, el consumo de metales entre otros el mercurio que es usado en la explotación del Oro.
De igual forma, reconoce al pueblo Cofán Sinangoe el derecho para que se respeten sus costumbres y formas ancestrales de vida, lo que constituye una riqueza irremplazable para el Ecuador, así como también su derecho a una vida digna, biodiversidad (fauna/flora), y el derecho de proveerse del agua, entre otros.

Otra de las medidas de reparación integral que la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos dispone son: 
· Reversión y la suspensión definitiva y archivo de todas las solicitudes de concesiones en el territorio de la comunidad Cofán Sinangoe, zonas de influencia incluidos las riberas de los ríos Chingual y Cofanes, que forman el río Aguarico y aquellas que están próximas a la Reserva Ecológica Cayambe - Coca porque atentan contra la naturaleza, patrimonio intangible de la toda la humanidad. 
· Reparación de los daños ocasionados a cargo del Ministerio de Ambiente o aquella que la Función Ejecutiva disponga, a fin de que la zona recupere su estado natural anterior a la intervención, pues no se ha probado que estos daños han sido el resultado de minería ilegal. 

· Oficiar a la Fiscalía General del Estado para que investigue y sancione a los responsables de los daños y afectaciones producidas conforme el art. 195 de la Constitución de la República (aplique el art. 282 del COIP). 

· Que la Contraloría General del Estado realice una auditoría al proceso de concesiones para la exploración y explotación minera aurífera y observe si el proceso cumplió o no los parámetros y estándares necesarios para su otorgamiento.
Es importante mencionar que se delegó a la DPE verificar el cumplimiento de la sentencia conforme el art. 21 de la LOGJCC y emita informes. De igual forma, es importante resaltar que pese a no mencionarlo como medida de reparación, también se realiza el reconocimiento jurídico de la nacionalidad Sinangoe como una comunidad ancestral que habita en la amazonia ecuatoriana, en los siguientes términos: 

Declara que la comunidad ancestral Sinangoe pertenece a la nacionalidad Ai Cofán, de la provincia de Sucumbíos, y para su subsistencia se dedica a la pesca, cacería y cultivos. Es un pueblo ancestral amenazado por la voracidad de la industria minera del metal “Oro”; no se les ha respetado su rol con la naturaleza, el legado de sus antepasados, se ha vulnerado su dignidad humana y sus horizontes sagrados. Los habitantes de Sucumbíos y de Lago Agrio, no consumirán agua envenenada y el Estado del Ecuador cuidará que así sea. 

Cumplimiento de la Reparación Integral 

Las sentencias constituyen un importante referente en el reconocimiento de los derechos al territorio, la consulta previa, y la naturaleza (por la relación espiritual) que realizan los administradores de justicia de dos provincias de la Amazonía ecuatoriana (Pastaza/Sucumbíos) que tiene una tradición de extracción petrolera y actualmente minera. Sin embargo, se ha tenido que recurrir a garantías jurisdiccionales como la acción de protección para obtener una declaratoria constitucional de vulneración de derechos colectivos de los pueblos y nacionalidades indígenas y obtener reparación integral. 

El reconocimiento del derecho al territorio de posesión ancestral de las comunidades Waoraní y Sinangoe, es una medida de satisfacción que reconoce la diversidad e interculturalidad del Ecuador y resalta la obligación estatal de protección de la identidad cultural, autodeterminación, consulta previa, patrimonio cultural y patrimonio de biodiversidad en relación a la naturaleza. 
La reversión, archivo y suspensión de trámites administrativos de concesión, es una medida de restitución para evitar que se ejecuten actividades mineras en los territorios de las comunidades, que está a cargo del Ministerio de Ambiente y del Ministerio de Energía y Recursos Naturales No Renovables, sin embargo, la actividad minera continúa produciéndose, sin que exista un control y regulación. 

Una de las medidas de reparación integral, es que se realice la consulta previa, sin embargo, no existe normativa que contemple los estándares internacionales sobre este derecho, por esta razón no hay condiciones o garantías para que se realice un proceso adecuado de consulta y es muy probable que se tenga que recurrir nuevamente a la administración de justicia para que se repare a la comunidades.
Los administradores de justicia han dispuesto a la Defensoría del Pueblo la verificación de cumplimiento de las sentencias, pero esta institución no tiene fuerza coercitiva y se requiere del apoyo del Ministerio de Defensa y Ministerio de Gobierno para acceder al territorio donde puede existir minería ilegal y en otros casos la explotación petrolera, para verificar que no continúe extrayendo el material.  

En el caso Sinangoe la justicia determinó que el Ministerio de Ambiente y Ministerio de Energía y Recursos Naturales No Renovables reparen el daño ocasionado. No obstante reparar a la naturaleza requiere de tiempo, presupuesto, estudios y otras actividades, que aún no han sido ejecutadas. Por esta razón es necesario que el Estado destine los recursos anteriormente señalado para obtener la reparación de la naturaleza y el ambiente sano (agua que utiliza la comunidad para consumo). 

Una medida de no repetición es que la Fiscalía investigue y sancione a los funcionarios estatales responsables por la vulneración de derechos contra el ambiente sano y la naturaleza que constan en el COIP
 y por un inadecuado proceso de Consulta Previa que permitió la vulneración de los derechos de las comunidades y de la Naturaleza. 

Por otra parte, la celeridad no es una característica en esta clase de procesos que inician por indagación. En los casos relacionados con derechos de la Naturaleza corresponde determinar el grado de afectación, alteración de los ciclos naturales, afectación a la biodiversidad, ecosistemas, entre otros, obliga a las comunidades a contar con pruebas, es decir, prácticas de pericias que son costosos para que puedan ser cubiertas por las comunidades. 

No se dispone la reparación económica, sin embargo, reparar a las comunidades (salud, identidad cultural, etc.) y a la Naturaleza (restauración) requiere que el Estado destine parte de su presupuesto para determinar el daño y emprender las acciones para su restitución. Por tanto, será un reto para el Estado, a través del Ministerio de Ambiente, el cumplimiento de esta medida para reparar el daño ambiental. La Reparación Económica no busca poner un precio a la vulneración de un derecho u obtener una indemnización, sino que la reparación económica tiene como objetivo contribuir a que la víctima/as continúen con su proyecto de vida, mismo que fue afectado por la conducta en que incurrieron los agentes estatales mientras que para la naturaleza es la restitución.

Una de las medidas de no repetición, dispone que la Contraloría General del Estado realice un proceso de auditoría para definir la responsabilidad en el proceso de consulta (aplicación decreto 1247), misma que es relevante para establecer responsabilidades y sanciones, sin embargo, estos procesos conllevan tiempo y requerirán la accesibilidad a la documentación que tienen las instituciones estatales como Ministerio de Ambiente y Ministerio de Recursos de Energía y Recursos Naturales No Renovables para que se realice el informe de auditoría.   

La medida de no repetición relacionada con el proceso de capacitación a los funcionarios del Ministerio de Energía y Recursos Naturales No Renovables, es relevante para prevenir vulneración de los derechos de las comunidades, pero el mismo debe realizarse con un enfoque intercultural y debe ser un proceso sostenido y continuo, con el objetivo de que lo aprendido sea aplicado en los procesos de consulta previa para que no devengan en una mera capacitación o solo un cumplimiento formal. 
Finalmente las instituciones estatales han esperado agotar todos los recursos (apelación y acción extraordinaria de protección) para dejar sin efecto las sentencias, pero actualmente ambas se encuentran en firme (ejecución obligatoria)
, por esta razón no se puede establecer que se hayan cumplido a cabalidad o exista un avance significativo de las medidas de reparación integral otorgadas por la vía constitucional.
Lista de referencias
Código Orgánico Integral Penal, COIP. (2014, 10 de febrero) Registro Oficial, Suplemento 180.

Constitución de la República del Ecuador (2008, 20 de octubre). Registro Oficial, N° 449.
Corte Constitucional del Ecuador. (18 de marzo del 2010). Sentencia Nº 001-10-SIN-CC, casos No. 008-09-IN y 0011-09-IN (Acumulados).

Corte Constitucional del Ecuador. (2010, 18 de marzo). Sentencia No. 001-10-SIN-CC,. (2010, 18 de marzo), Corte Constitucional del Ecuador.
Decreto Ejecutivo Nº 1247. Reglamento de Consulta en procesos de Licitación de Áreas y Bloques. (2012, 19 de julio). Registro Oficial (Separata) 759.
Decreto Ejecutivo Nº 752. Reglamento al Código Orgánico del Ambiente. (2019, 12 de junio). Registro Oficial Suplemento 507.
Ley Orgánica de Participación Ciudadana. (2010, 20 de abril). Registro Oficial    Suplemento 175.

Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales. (2016, 14 de marzo),. Registro Oficial Suplemento 711. 
Plan Nacional para el Buen Vivir. (2017 – 2021). 
�El Convenio 169 de la OIT en el Art. 6.1 establece el derecho colectivo de la Consulta Previa en los siguientes términos:


a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;


b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;


c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin.


2. y Las consultas llevadas a cabo en la aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.


� Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia Constitucional No. 001-10-SIN-CC, casos No. 008-09-IN y 0011-09-IN (Acumulados) de 18 de marzo del 2010.


�Oficio Nro. MAE-DNCA-2016-2481 de 23 de agosto de 2016, suscito por la Directora Nacional de Control Ambiental (E), del Ministerio del Ambiente, remite en formato digital el memorando Nro. MAE-DNPCA-2016-1778 de 19 de agosto de 2016 suscrito por la Directora Nacional de Prevención de la Contaminación Ambiental Encargada. Fojas. 249 y 250 del expediente defensorial N° 273-2016.


�Decreto Ejecutivo 1040, derogado mediante la Primera Disposición Derogatoria del Reglamento al Código Orgánico del Ambiente de 27 de mayo de 2019, publicado en el Suplemento del R.O. N° 507 de 12 de junio de 2019�.


�Oficio Nro. MAE-DNCA-2016-2481 de 23 de agosto de 2016, suscito por la Directora Nacional de Control Ambiental (E), del Ministerio del Ambiente, remite en formato digital el memorando Nro. MAE-DNPCA-2016-1778 de 19 de agosto de 2016 suscrito por la Directora Nacional de Prevención de la Contaminación Ambiental Encargada. Fojas. 249 y 250 del expediente defensorial N° 273-2016.


�Las 5 medidas de reparación integral serán analizadas con enfoque intercultural y son las siguientes: 1) La Restitución: la restitutio in integrum, consiste en restablecer la situación de la víctima al momento anterior al hecho ilícito, borrando o anulando las consecuencias de la acción u omisión violatoria de derechos fundamentales. Desde una visión clásica, la restitución integral es el elemento central y primordial del derecho a la reparación.  


2) La indemnización: de carácter económico para reparar el daño material e inmaterial causado a las víctimas.


3) La Rehabilitación: medidas que van dirigidas a dar atención médica, psicológica, psiquiátrica, etc, a las víctimas y sus familiares. 


4) Las medidas de satisfacción: encaminadas a reparar el daño inmaterial, son medidas de carácter simbólico como por ejemplo levantar un monumento en memoria de las víctimas; disculpas públicas, publicación de la sentencia en el diario de mayor circulación y en página web. En nuestros casos será el reconocimiento de las comunidades como parte del Ecuador y su interculturalidad. 


5) La garantía de no repetición: podría ser la reforma, modificación o creación de normas para proteger y garantizar los derechos; programas de capacitación a funcionarios de la administración de justicia; la investigación efectiva y sanción a los responsables de la violación, con la finalidad de evitar la impunidad.


�Oficio Nro. MAE-DNCA-2016-2481 de 23 de agosto de 2016, suscito por la Directora Nacional de Control Ambiental (E), del Ministerio del Ambiente, remite en formato digital el memorando Nro. MAE-DNPCA-2016-1778 de 19 de agosto de 2016 suscrito por la Directora Nacional de Prevención de la Contaminación Ambiental Encargada. Fojas. 249 y 250 del expediente defensorial N° 273-2016.


� No cabe recurso alguno y se tienen que cumplir. 





